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SECRETARÍA: Sincelejo, catorce (14) de mayo de dos mil diecinueve (2019). 

Señor Juez, le informo que correspondió por reparto ordinario el conocimiento del 

presente medio de control de reparación directa. Lo paso al Despacho para lo que 

en derecho corresponda. Sírvase proveer.  

 
 
ALFONSO PADRÓN ARROYO 
Secretario 

 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DE SINCELEJO - SUCRE 

Sincelejo, catorce (14) de mayo de dos mil diecinueve (2019). 

 
MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA 
RADICACIÓN N° 70001-33-33-008-2019-00005-00 

DEMANDANTE: DIARGEL JESÚS PADILLA ORTIZ Y OTROS 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO  

NACIONAL  
 

1. ANTECEDENTES 

 
Los señores DIARGEL JESÚS PADILLA ORTIZ, identificado con C.C. No. 

73.117.407; MILADIS PADILLA ORTIZ, identificada con C.C. No. 45.505.630; 

ALEIDA PADILLA ORTIZ, identificada con C.C. No. 45.763.154; DIÓGENES 

PADILLA ORTIZ, identificado con C.C. No. 73.100.333, y DENITA PADILLA 

ORTIZ, identificada con C.C. No. 45.513.679, actuando mediante apoderado 

judicial, presentan medio de control de reparación directa contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL, para que se 

declare que esta es administrativamente responsable del daño antijurídico sufrido 

demandantes, con ocasión del homicidio del señor DANIEL ESMITH PADILLA 

TALAIGUA, quien presuntamente fue ejecutado extrajudicialmente; y como 

consecuencia de lo anterior, ordenar las demás declaraciones respectivas. 

 
A la demanda se acompañan poderes especiales y otros documentos para un total 

de setenta y dos folios (72) folios. 

 
2. CONSIDERACIONES 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la admisión del presente medio de 

control:  
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1. Por las partes, el asunto, lugar de ocurrencia de los hechos y la cuantía, este 

juzgado es competente para conocer del presente medio de control, conforme a 

los artículos 104, 155, 156 y 157 del C.P.A.C.A. 

 
2. Al tenor del literal i) del numeral 2 del artículo 164 del C.P.A.C.A., el medio de 

reparación directa caduca vencidos dos años, “contados a partir del día siguiente 

al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el 

demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y 

siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su 

ocurrencia”. 

No obstante, cabe recordar que para aquellos casos en que se persigue la 

responsabilidad del Estado por la presunta comisión de delitos de lesa humanidad 

– como en el presente asunto –, el Consejo de Estado ha considerado que no 

opera la caducidad del medio de control de reparación directa, posición que 

fundamenta así:  

 
“La filosofía en que se inspira la caducidad de las acciones contencioso administrativas diseñada 
por el Código, es de una clara esencia individualista, esto quiere decir que el soporte para imponer 
esta sanción es limitar el acceso a la administración de justicia al obrar negligente o la incuria de la 
parte afectada o interesada en demandar la protección de sus derechos subjetivos, es decir, se 
sustenta la caducidad en el ejercicio de acciones en las que se controvierten y pretenden proteger 
intereses particulares.  
Por el contrario, no es de recibo este criterio tratándose de asuntos en los que la acción persigue la 
satisfacción de intereses públicos intersubjetivamente relevantes para la humanidad, considerada 
como un todo, siendo sustraída de esta sanción perentoria por el transcurso del tiempo, pues, en 
estos eventos, el ejercicio de una acción dentro de un término específico debe ceder frente a 
principios o valores superiores esenciales para la humanidad, al decir de Radbruch: “la seguridad 
jurídica no es el valor único ni decisivo, que el derecho ha de realizar. Junto a la seguridad 
encontramos otros dos valores: conveniencia (Zweckmässigkeit) y justicia” 24 .  
Es en este último esquema conceptual en donde se inscribe el supuesto de la acción que persigue 
la indemnización de perjuicios derivados de la comisión de crímenes de lesa humanidad dado el 
ámbito de afectación que con estas conductas se causa, que trascienden a los expectativas, 
principios, valores y derechos particulares, pues conforme a lo resuelto por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en la sentencia del caso Almonacid Arellano vs Chile, es claro que la 
imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad “cualquiera que sea la fecha en que se hayan 
cometido”, adoptada en el marco de la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de 
guerra y de los crímenes de lesa humanidad, es una norma de jus cogens (…)  
En este orden de ideas, apelando a la aplicación universal del principio de imprescriptibilidad de la 
acción judicial cuando se investiguen actos de lesa humanidad, y sin que sea posible oponer 
norma jurídica convencional de derecho internacional de los Derechos Humanos, del Derecho 
Internacional Humanitario o interno que la contraríe, el Despacho admite, entonces, que en los 
eventos en que se pretenda atribuir como un daño antijurídico indemnizable una conducta que se 
enmarca en un supuesto de hecho configurativo de dichos actos en los debe establecerse si cabe 
atribuir al Estado por haber participado, incitado, conspirado o tolerado algún (os) agente (s) o 
representante (s) estatal (el artículo 2º de la Convención sobre la imprescriptibilidad de los 
crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad de 1968 establece que la disposiciones 
de dicho texto normativo “se aplicaran a los representantes de las autoridades del estado y a los 
particulares que participen como autores o cómplices o que inciten directamente la perpetración de 
alguno de estos crímenes o que conspiren para cometerlos, cualquiera que sea su grado de 
desenvolvimiento, así como a los representantes de las autoridades del estado que toleren su 
perpetración”), previa satisfacción de los requisitos para su configuración25, no opera el término de 
caducidad de la acción de reparación directa, pues, se itera, existe una norma superior e 
inderogable reconocida por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho 
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Internacional Humanitario, y refrendada en el contexto regional por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que dispone expresamente que el paso del tiempo no genera consecuencia 
negativa alguna para acudir a la jurisdicción a solicitar la reparación integral cuando se demanda la 
producción de daño (s) antijurídico (s) generados por tales actos de lesa humanidad.  
Siguiendo esta misma línea argumentativa, también debe señalar el Despacho que en casos 
donde han tenido lugar graves violaciones de derechos humanos, como ocurre con los actos de 
lesa humanidad, cuya responsabilidad sea imputable al Estado, es preciso advertir que el Juez 
Administrativo debe tener en consideración que en tales casos, dado el hecho que se trata de la 
satisfacción de intereses públicos intersubjetivamente relevantes para la humanidad (y no solo 
unos particulares y subjetivos), la reparación integral de tal daño debe corresponderse con este 
postulado, de manera que debe propender por garantizar los criterios de verdad, justicia y 
reparación en la mayor medida de las circunstancias fácticas y jurídicas posibles, con fundamento 
en el principio de equidad y en aplicación de los principios de proporcionalidad y ponderación26.”1 

 
Atendiendo las precisiones hechas por el Consejo de Estado, el Despacho estima 

que la caducidad del presente medio de control es un asunto que debe ser 

estudiado al momento de valorar el material probatorio que se acopie, debido a 

que el daño antijurídico que señalan haber sufrido los actores se concreta en la 

presunta ejecución extrajudicial de un hermano o lo que coloquialmente se conoce 

como “falso positivo”, es decir, se trataría de un crimen de lesa humanidad, lo que 

conllevaría a predicar la imprescriptibilidad del presente medio de control.      

 
3. Reúne los presupuestos procesales y requisitos de procedibilidad, de 

conformidad con la Ley 1285 de 2009 y los artículos 161, 162, 163, 164, 165 y 166 

del C.P.A.C.A., en concordancia con el artículo 82 del C.G.P.  

En conclusión, por reunir la demanda todos los requisitos legales y haber sido 

presentada en tiempo, se procederá a admitirla. 

 
Por lo tanto, el Juzgado Octavo Administrativo Oral de Sincelejo, 

 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: Admítase la presente demanda de reparación directa y notifíquese 

este auto personalmente al Ministerio público, a la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado y a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO  NACIONAL. 

 
SEGUNDO: Fíjese como expensas para gastos del proceso la suma de cien mil 

pesos ($100.000,oo), la cual deberá ser surtida por la parte demandante dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación. 

 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. Auto de 17 de septiembre de 
2013, exp. 45092. En el mismo sentido, Consejo de Estado, fallo de reparación directa del 7 de septiembre de 2015, MP. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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TERCERO: Una vez surtida la última notificación, la demanda y sus anexos 

quedarán en la Secretaría a disposición de los notificados, por el término común 

de veinticinco (25) días, de conformidad a lo establecido en el artículo 612 del 

Código General del Proceso. 

 
CUARTO: Una vez vencido el término anterior, córrase traslado a la parte 

demandada, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado por el término de treinta (30) días, dentro del cual deberán contestar la 

demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, presentar demanda de 

reconvención y solicitar la intervención de terceros. 

 
Reconózcase personería al doctor Victoriano Apolinar Sierra Nerio, identificado 

con la C.C. No. 8.711.249 y T.P. No. 62.3388 del C.S. de la J., como apoderado 

judicial de la parte demandante, en los términos y extensiones de los poderes 

especiales conferidos. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

JORGE LORDUY VILORIA  
Juez  

 

RMAM 


